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Medellín, veintinueve (29) de julio de dos mil veintidós (2022) 
Proceso EJECUTIVO HACER 

Radicado 050001 31 03 007 2022 00191 01 

Demandante DULCE MARÍA HENRIQUEZ BEDOYA como 
heredera de GUILLERMO HENRIQUEZ GALLO 

Demandada OSCAR ISAZA BENJUMEA 
PUERTO INVERSIONES Y OBRAS S.A.S.  

Juzgado origen SÉPTIMO CIVIL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 
Decide la Sala la apelación interpuesta por la parte actora frente al 
auto del 6 de junio de 2022, mediante el cual se negó el mandamiento 
de pago.  
 

1. ANTECEDENTES. 
 
Pretende la demandante se libre mandamiento de pago por 
obligación de hacer consistente en ordenar a los demandados, dar 
opción a la descendencia de Guillermo Henríquez Gallo para 
participar en el capital de la sociedad Puerto Bahía, conforme 
estipulación contenida en el memorando de entendimiento suscrito 
el 27 de mayo de 20141.   
 
Mediante auto del 6 de junio de 2022, el juzgado de origen negó el 
mandamiento de pago, tras estimar que conoció previamente sobre 
dos demandas ejecutivas con idéntica pretensión, emitiéndose inicial 
decisión el 4 de mayo de 2022, a través de la cual se negó 
mandamiento de pago por falta de cumplimiento de los requisitos de 
claridad y expresividad, decisión que no fue recurrida por la parte 
actora, por tanto, en criterio del a quo, ello implicó aceptación frente 
a la decisión. Refirió que, en relación a la segunda demanda, el 26 de 
mayo de 2022 se negó mandamiento de pago bajo el argumento de 
indicar que la decisión previamente adoptada decidió de fondo el 
objeto de la litis, por lo tanto, no era posible volver a analizar lo ya 
resuelto. 
 
Advirtió identidad de objeto, sujetos y causa frente a las demandas 
anteriormente presentadas, que los autos interlocutorios que 
negaron mandamiento de pago contenían un análisis de fondo sobre 
lo pretendido y ponían fin al proceso, por consiguiente, a juicio del 
funcionario, se encontraba en presencia de cosa juzgada, razón por la 
cual negó mandamiento de pago2. 
 

                                                                 
1 Ver carpeta 01PrimeraInstancia / Archivo 03DemandaEjecutivaHacer202200191 
2 Ibíd. Archivo 05NiegaMandamientoDePago202200191   
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2. EL RECURSO. 
 
La apoderada demandante interpuso recurso de reposición y en 
subsidio apelación contra dicha determinación, manifestó que, por 
economía procesal no interpuso recursos contra la decisión 
previamente adoptada, en su lugar, reformó algunos hechos, y dio el 
alcance correcto a las pretensiones de la demanda, en el sentido de 
solicitar se ordene “dar la opción a la descendencia del señor Guillermo 
Henríquez Gallo de participar en el capital social de la sociedad Puerto 
Bahía”, pues es la sucesión quien está legitimada para determinar el 
máximo del porcentaje del que se haría uso; sostuvo que las 
pretensiones son sustancialmente diferentes, sin embargo, el juzgado 
no tuvo en cuenta las modificaciones realizadas al decidir y; agregó 
que resolvió con la parte demandante radicar nuevamente la demanda 
para obtener pronunciamiento de cara a los nuevos hechos y 
pretensiones3.  
 

Por auto del 21 de junio de 2022, el juzgado de origen resolvió no 
reponer la decisión, insistió en la existencia de cosa juzgada, señaló 
que tal figura no se predica únicamente de las sentencias, sino que se 
extiende a otras providencias como es el caso de autos interlocutorios 
que ponen fin al proceso y donde existe un análisis de fondo sobre lo 
pedido, no siendo posible volver a analizar de fondo, ni librar 
mandamiento de pago sobre un objeto litigioso resuelto; sostuvo que 
aun cuando se pretende mostrar que se reformaron hechos y 
pretensiones, lo cierto es que no se cuestionó la cosa juzgada atribuida 
por el Juzgado y no hay duda de la identidad de sujetos, causa fáctica 
y objeto, siendo este último la ejecución forzosa del negocio jurídico 
contenido en documento del 27 de mayo de 2014, lo que 
imposibilitaba abrir paso a un análisis de fondo sobre lo pretendido 
por tercera vez, pues estaba la judicatura impedida para cualquier 
pronunciamiento adicional al verificar la existencia de cosa juzgada. 
Razones por las cuales se mantuvo en la decisión y concedió el recurso 
de apelación en el efecto suspensivo4. 
 

3. CONSIDERACIONES. 
 
3.1 COMPETENCIA. 
 
Por disposición del artículo 321 del CGP, el recurso de apelación 
contra autos procede solamente respecto de aquellos que la misma 
norma relaciona o que precisan disposiciones especiales, 

                                                                 
3 Ibíd. Archivo 09RecursoReposicionYApelacion202200191 
4 Ibíd. Archivo 10ResuelveRecursoNoRepone202200191 
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encontrándose el presente asunto previsto en el numeral 4 de dicha 
norma y en el artículo 438 del mismo Estatuto. 
 
Para resolver, dispone el artículo 328 de la misma obra que, salvo 
decisiones que se deban adoptar de oficio, el superior debe limitar su 
análisis a las razones de inconformidad expuestas por el recurrente. 
 
3.2 PROBLEMA JURÍDICO 
 
Le corresponde a la Sala determinar si el auto que negó mandamiento 
de pago fue acertado al establecer la existencia de cosa juzgada y si se 
impone la confirmación de la decisión ante la ausencia de título 
ejecutivo que reúna los presupuestos establecidos en el artículo 422 
del CGP. 
 
3.3  FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 
Requisitos del título ejecutivo 
 
Conforme al artículo 422 del C.G.P., es requisito para el ejercicio de la 
acción ejecutiva la existencia de un documento que contenga 
obligaciones claras, expresas y exigibles; prevé la norma: 

 
“ARTÍCULO 422. TÍTULO EJECUTIVO. Pueden demandarse 
ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que 
consten en documentos que provengan del deudor o de su 
causante, y constituyan plena prueba contra él (…)” 
 

Cosa Juzgada 
 
Son requisitos de la cosa juzgada la identidad de objeto, causa y partes, 
según el artículo 303 del estatuto adjetivo5 y, conforme la reiterada 
jurisprudencia nacional, a través de esta institución jurídica se 
materializan los mandatos constitucionales de acceso a la 
administración de justicia, debido proceso y prohibición de ser 
juzgado dos veces por el mismo hecho, pues está directamente 
vinculada con la razón de ser de la jurisdicción, esto es, la decisión 
definitiva y con autoridad de los conflictos sometidos a su escrutinio 
con vocación de perdurabilidad, de tal forma que se impida que una 
materia debatida y decidida por la justicia se vuelva a controvertir por 

                                                                 
5 Código General del Proceso “ARTÍCULO 303. COSA JUZGADA. La sentencia ejecutoriada proferida en 
proceso contencioso tiene fuerza de cosa juzgada siempre que el nuevo proceso verse sobre el 
mismo objeto, se funde en la misma causa que el anterior y entre ambos procesos haya identidad 

jurídica de partes.” 



 

SALA UNITARIA DE DECISIÓN CIVIL 
Ponente: Sergio Raúl Cardoso González 

Rad. 05001 31 03 007 2022 00191 01 
 

 
 

“Al servicio de la justicia y de la paz social” 
 

TSMAUTODECIDEAPELACIÓNV012021  Página 4 de 7 

 

simple inconformidad de las partes frente a la misma, en detrimento 
de la seguridad jurídica y de la eficacia de las decisiones 
jurisdiccionales. 
 
Ahora bien, la institución de cosa juzgada aplica no solo a sentencias 
que cumplen las condiciones de su configuración, sino además a “autos 
interlocutorios que tienen fuerza de sentencia cuando terminan el 
proceso, como el que admite el desistimiento o la transacción, o el que 
decreta la perención o le pone fin al proceso ejecutivo por pago (…)”6.  
En términos del maestro Hernando Devis Echandía, la cosa juzgada es 
“la calidad de inmutable y definitiva que la ley otorga a la sentencia y a 
algunas otras providencias que sustituyen aquélla, en cuanto declara la 
voluntad del Estado contenida en la norma legal que aplica, en el caso 
concreto7” (Subrayado fuera del texto). 
 
3.4 CASO EN CONCRETO. 
 
En el caso que se analiza, fue aportado como documento base de la 
ejecución memorando de entendimiento suscrito el 27 de mayo de 
2014 entre Guillermo Henríquez Gallo, otros y los demandados, a 
través del cual se estipuló: 
 

“… en el momento en el que se suscriba el contrato de 
compraventa de las acciones de PUERTO BAHÌA, LOS 
COMPRADORES le darán la opción de participar en el capital 
de la sociedad PUERTO BAHÍA al señor GUILLERMO 
HENRIQUEZ GALLO o cualquiera de sus empresas o 
vinculados, hasta en un 10%, teniendo en cuenta que el valor 
por punto porcentual de participación se ha establecido en la 
suma de $US250.000 dólares de los Estados Unidos de 
Norteamérica, en cuyo caso se descontará del valor a pagar 
por parte de PIO SAS a LOS ACCIONISTAS el valor asociado a 
la participación accionaria que el señor GUILLERMO 
HENRIQUEZ GALLO decida adquirir” (Subrayado fuera del 
texto). 

 
Se estima que el memorando de entendimiento presentado como 
título ejecutivo no satisface los requisitos contemplados en el artículo 
422 del CGP, en la medida que, no contiene una obligación clara y 
expresa que permita demandar ejecutivamente por obligación de 

                                                                 
6 Corte Constitucional. Sentencia T-519 de 2005 
7 Devis Echandía, Hernando. Compendio de Derecho Procesal. Tomo I. Biblioteca Jurídica 
Diké, Medellín, 13ª edición, pág. 499. 
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hacer consistente en permitir la posibilidad de participación 
accionaria a la parte demandante. 
 
La claridad implica que el documento contenga una obligación que 
sea fácilmente inteligible, lo que no acaece con la cláusula en mención, 
basta con advertir la imprecisión contenida frente al porcentaje de 
participación accionaria fijada en un rango numérico para descartar 
la claridad como presupuesto inescindible del título ejecutivo, pues 
se requiere puntualidad y concreción en el porcentaje para la correcta 
determinación de la participación accionaria que se demanda 
ejecutivamente, falencia que además no se suple con ninguno otro 
documento presentado con la demanda, pues la elección, según lo 
pactado, debe provenir del fallecido Guillermo Henríquez Gallo. 
 
Conjuntamente, se evidencia que el documento no contiene una 
obligación expresa, por cuanto, no se precisa en forma inequívoca la 
obligación de hacer que se demanda y que se encauza en posibilitar a 
la demandante como heredera de Guillermo Henríquez Gallo, así 
como a lo que denomina su “descendencia” la participación accionaria 
en la sociedad PUERTO BAHÍA. 
 
En tal escenario, se encuentra insuficiente de la simple lectura de la 
cláusula, las condiciones necesarias para apreciar la viabilidad de la 
ejecución forzosa de la pretensión por obligación de hacer ante la 
evidente indeterminación del documento denominado memorando 
de entendimiento, adicionalmente, se extraña la existencia de un 
título ejecutivo complejo que muestre inequívocamente claridad, 
determinación y concreción frente a la prestación que se reclama. 
 
Ciertamente, la obligación que preste mérito ejecutivo puede estar 
contenida en varios documentos, caso en el cual se está en presencia 
de un título ejecutivo complejo, sin embargo, para librar 
mandamiento de pago, debe arrimarse de manera íntegra, a fin de que 
no exista duda sobre los sujetos de la obligación, su objeto y causa, 
elementos que no pueden inferirse de los documentos que 
acompañan la demanda, razonamiento suficiente para concluir la 
negativa al mandamiento de pago.  
 
Ahora bien, no comparte este despacho el entendimiento que realiza 
el juez de primera instancia acerca de los alcances de cosa juzgada, al 
punto de considerar que el auto que niega mandamiento de pago 
produce los efectos propios de la institución. 
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En efecto, se considera acertado que la cosa juzgada no solo se predica 
de sentencias sino también de algunos autos que ponen fin al proceso 
al decidir de fondo el asunto, a modo de ejemplo, el auto que acepta 
la transacción total del litigio o el desistimiento de las pretensiones, 
lo que resulta lógico, en la medida que terminan el proceso y emitirlos 
equivale a dictar sentencia. No obstante, el auto que niega 
mandamiento de pago no tiene fuerza de sentencia provista de 
efectos de inmutabilidad, como quiera que no constituye una decisión 
definitiva sobre la controversia que constituye la materia del juicio, 
en realidad implica la terminación de la actuación procesal iniciada y 
cesa los efectos que inicialmente generó la demanda,  pues no ha 
tocado lo atinente al derecho material y solo se ha referido a los 
presupuestos legales para la viabilidad de la acción ejecutiva con 
ocasión  de la calificación jurídica que realiza el funcionario judicial 
del documento que acompaña la demanda,  ello con el objeto de 
determinar los presupuestos del artículo 422 del CGP.  
 
Admitir lo contrario implicaría la imposibilidad de un nuevo estudio 
por parte de la jurisdicción aun con la presencia de nuevos medios de 
prueba que eventualmente se alleguen y generen la certeza suficiente 
sobre la prueba integral de la prestación que se reclama. 
 
Bajo tal panorama, no se comparten los argumentos esgrimidos por 
el Juzgado de origen sobre el alcance dado a la cosa juzgada, sin 
embargo, aun con la modificación de hechos y pretensiones que 
pregona la apelante, no se podría estimar la variación de la decisión 
de primera instancia, pues el análisis para librar mandamiento de 
pago parte de la calificación jurídica del título y, en este caso, los 
documentos adosados no superan los requisitos legales para admitir 
la procedencia de la acción ejecutiva, motivos suficientes para 
confirmar la providencia recurrida, sin lugar a costas por no haberse 
causado. 
 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
Medellín, Sala Unitaria de Decisión Civil, 
 

4. RESUELVE. 
 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto del 6 de junio de 2022, mediante el 
cual se negó el mandamiento de pago, por las razones expuestas, sin 
condenar en costas. 
  
SEGUNDO: REMITIR el expediente al Juzgado de origen. 
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NOTIFÍQUESE 
 
 
 

SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ 
Magistrado 


